Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 44 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social da la bienvenida a los representantes de 
Crysol para que nos hagan saber sus reflexiones sobre el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ALONSO..- Nosotros queremos hacerles conocer algunas inquietudes que tenemos con respecto 
al proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo. En particular, voy a hacer referencia a un pequeñísimo 
grupo de compañeros que hoy, por distintas circunstancias, sin lugar a dudas van a quedar fuera del 
proyecto de ley. 


A continuación, voy a hacer referencia a una carta que he traído y que dice que hace ya muchos 
años, algunos ex presos y ex presas políticos que desempeñamos tareas laborales en organismos 
estatales retomamos los cargos por medio de leyes especiales. Si bien esta es una afirmación general, es 
importante ver las situaciones, en particular y en detalle, cuando el país retoma el camino normal de 
convivencia, retoma el camino de la democracia luego de un sinfín de formas de resistencia a la sangrienta 
dictadura. De ahí surge un conjunto de muy claras y justas reivindicaciones en el campo popular, todas 
ellas muy importantes para los intereses de nuestro pueblo en la reconquista del camino de la 
reconstrucción, pues ya habíamos heredado un país herido por todos sus costados. 


Nuestra fuerza política, el Frente Amplio, retoma con mucha fuerza los acuerdos de la 
CONAPRO. Toma todas las medidas de emergencia en un documento que se llama “Bases Programáticas 
de la Unidad”, emanado de su Mesa Política el 9 de agosto de 1984. Estas medidas comprendían, en ese 
sentido, un plan estratégico de trabajo que todos los frenteamplistas acordábamos transitar para terminar 
con el pasado y proyectar el país hacia el futuro. 


De este puñado de medidas, algunas aún no se han saldado debido a lo intrínseca y dificultosa 
que ha sido la reconstrucción, pero hoy, con nuestra fuerza política en el gobierno, ya comienzan a 
acelerarse y a concretarse. Estas medidas comprendían varios puntos, desde la recuperación inmediata de 
las libertades individuales y públicas, la desarticulación del aparato represivo, la amnistía general irrestricta 
y el reintegro de todos los destituidos. El punto 8 era el inmediato restablecimiento de la independencia del 
Poder Judicial y, el punto 9, el apoyo a las organizaciones defensoras de los derechos humanos. 


Frente a este nuevo escenario político, muchos que militábamos en la clandestinidad -es decir que 
habíamos salido de las cárceles y, por supuesto, militábamos en nuestra fuerza política- acordamos que 
era de vital importancia, de acuerdo a cómo se venían desarrollando los acontecimientos, poner en práctica 
esto que era esencial para retomar ese camino. Cuando fuimos detenidos, algunos compañeros -no 
muchos- éramos empleados públicos. Evidentemente, cuando salimos de la cárcel, por razones obvias, 
nos insertamos en el mercado laboral como pudimos. Como no podíamos volver a nuestros cargos -porque 
eso era imposible- nos dedicamos a trabajar en lo que pudimos en el sector privado. Esa fue una situación 
bastante complicada, porque si bien nosotros proveníamos del aparato estatal, la realidad política nos 
estaba condicionando en cuanto al lugar al que íbamos a trabajar. Es por eso que los compañeros que 
salimos de la cárcel entre los años 1979 y 1982 tuvimos que buscar aquellos lugares donde era posible 
trabajar. 


Cuando se logra llegar a la democracia y se plantea el tema de la restitución de los funcionarios 
públicos, entendimos que si bien estábamos insertos en el medio privado era importante, por definición 
política de nuestra organización -es decir, el Frente Amplio- la reposición de los destituidos; eso era parte 
de aquel justo reclamo popular, tanto como lo había sido la amnistía general e irrestricta. Frente a eso, 
algunos compañeros decidimos tomar los cargos; lo hicimos en forma transitoria, porque era evidente que 
nosotros ya estábamos insertos en el medio laboral privado. Generalmente el tiempo que ocupamos los 
cargos fue muy corto. 


Luego de asumir los cargos -lo que, reitero, había sido el clamor popular- decidimos volver a 
nuestros trabajos en la actividad privada, lo que nos trajo aparejado un problema bastante grave, ya que 


los compañeros que actuamos de esa manera -porque entendimos que era lo correcto- hoy estamos 
quedando fuera de la ley reparatoria. 


En otro plano, si comparamos este tema con la amnistía general e irrestricta, hubiera sido como 
si luego de lograr la amnistía algún compañero hubiera dicho: “No; yo no salgo”. Es en ese sentido que 
considerábamos importante tomar los cargos. Recuerdo que este logro se alcanzó por el trabajo y el 
esfuerzo, no solamente de los frenteamplistas, sino también de los que no lo eran, ya que se trataba de un 
reclamo popular en todos los sentidos. 


Ahora bien; actualmente nos encontramos excluidos de la ley y con las mismas dificultades que 
tienen los ex presos políticos. Tenemos nuestras cédulas jubilatorias recortadas y sufrimos los problemas 
del terrorismo de Estado. Este grupo de compañeros también estamos padeciendo las mismas 
dificultades que el resto, como consecuencia de la prisión prolongada y la tortura. Es en ese sentido que 
nos queremos remitir a un trabajo realizado por el compañero Ricardo Elena, que habla de que las 
personas que sufrieron prisión prolongada y tortura tienen menos posibilidades. 


Además, creemos que la ley hace una pequeña diferencia -que consideramos injusta- entre los 
que se insertaron a nivel laboral y los que no lo hicieron. En función de eso, creemos que es un acto de 
estricta justicia que, en la modificación de la ley que se va a realizar a nivel parlamentario, los señores 
Senadores contemplen a todos los presos políticos sin excepción. 


SEÑOR TAROCO.- En mi calidad de integrante de Crysol, quiero agradecer a la Comisión por recibimos en 
el día de hoy. Por mi parte, voy a tocar otros puntos de este proyecto de ley que no nos satisfacen 
completamente. Podemos decir que la lucha por la aplicación y el cumplimiento de los derechos jubilatorios 
de los ex presos políticos comenzó en 1984 con la CONAPRO; luego fue retomado por la Comisión 
Nacional de Liberados Políticos; y posteriormente por la Comisión para el Reencuentro de los Uruguayos, 
el PIT-CNT y Crysol, desde su fundación. 


Hace 21 años que hemos dado razones fundadas de estricta justicia y derecho ante los Poderes 
Públicos y ante todos los Gobiernos colorados, blancos y frenteamplistas y en este tiempo tuvimos 
promesas, apoyos, objeciones, indiferencias. En el año 2002 tuvimos una Ley injusta, la N* 17,449, al 
tiempo que murieron la mitad de nuestros compañeros. Aquí quiero hacer mención a dos de los últimos 
casos, en función de lo que recién mencionaba el compañero en cuanto a la menor expectativa de vida que 
tenemos quienes sufrimos prisión prolongada y tortura, basados en los trabajos del profesor doctor Ricardo 
Elena, del señor Mario de Pena, de la doctora Jauregui y de muchos otros referidos a la Segunda Guerra 
Mundial. Me refiero a Luis Stolovich, de 58 años y a Carmen Améndola, de 52 años, que frecuentó esta 
Casa como Secretaria del entonces Diputado -hoy Senador- Mujica y que no pudo ver cumplidas las 
aspiraciones legítimas de una jubilación justa y digna. 


Argentina, Brasil y Chile han instrumentado leyes de reparación, de restitución de derechos y 
formas de indemnización a quienes sufrieron tortura, cárcel y desaparición; Uruguay es la excepción. 


El Estado es responsable y tiene la obligación de reparar cuando la violación de los derechos 
humanos -como ocurrió en el Uruguay- es cometida por sus funcionarios, órganos e instituciones. Por 
tanto, el Estado es quien tiene que proceder a reparar esos daños. Hoy estamos hablando de una 
reparación a nivel provisional. Así como estamos pagando una deuda externa que se generó en su mayoría 
en el período de la dictadura, también debemos pensar en reparar todo lo que esta causó. Hoy estamos 
pagando jubilación a un dictador -no tengo claro si ya se suspendió- y a un requerido. 


No buscamos privilegios, sino que pretendemos que se apliquen preceptos constitucionales y que 
el Estado cumpla con sus obligaciones en lo laboral y en lo provisional, como dice la Convención 
Americana de Derechos Humanos que Uruguay ratificó, así también como los Tratados de Roma y de San 
José de Costa Rica. 


En octubre de 2005 nos visitó en nuestra Casa, en nuestro local de Crysol, el doctor Roberto 
Garretón, representante del Alto Comisionado de los Derechos Humanos de la ONU, quien planteaba que 
una ley jubilatoria para los ex presos políticos no es un privilegio, sino un acto de justicia enmarcado en la 
Resolución 2005/35 de las Naciones Unidas. Esta Resolución establece los principios y directrices básicos 
sobre el derecho a las víctimas de violaciones de normas internacionales de derechos humanos. Nos 


planteaba muy claro que nosotros fuimos víctimas del terrorismo de Estado; y esa es la terminología que 
utiliza la ONU y no otra. Las Naciones Unidas dicen que debemos ser reparados y que la reparación se 
acuerda en cada país. 


El señor Santiago Cantón, Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, estuvo aquí en el Parlamento y en esa oportunidad la Presidenta de la Comisión de Diputados, 
señora Beatriz Argimón, nos invitó a la reunión. Tuvimos ocasión de tener una entrevista en privado con él 
y nos planteó el total derecho que nos asistía a ser reparados. También tuvimos el apoyo de Alejandro 
Artucio, representante uruguayo a nivel internacional. 


En nuestra opinión, si bien consideramos que este proyecto de ley es algo positivo e implica un 
avance, también presenta una serie de carencias puesto que excluye a algunos de nuestros compañeros. 
Mi compañero ya hizo referencia a determinados casos que quedan fuera de la norma; y a continuación 
voy a mencionar otros. 


Si bien la dictadura se instaló en este país el 27 de junio de 1973, podemos decir que en la 
década del sesenta ya se vivían situaciones predictatoriales y que a partir de 1968 se comenzó a gobernar 
en forma irregular, con medidas prontas de seguridad. En una charla que dio Guillermo Chifflet, él 
planteaba que, a su juicio, la dictadura comenzó en julio de 1968 con la instauración de las primeras 
medidas prontas de seguridad. En esa época ya existían las persecuciones sindicales, la militarización de 
los trabajadores -no olvidemos a los bancarios y a los funcionarios de UTE- y los presos políticos que eran 
llevados a la Isla de Flores. En cuanto a esto último, recuerdo a uno de ellos, el señor Geza Stari, que hoy 
integra el Directorio del BPS y que en aquel momento era mi profesor de matemáticas y fue trasladado a 
esa isla. 


Nosotros no estamos de acuerdo con el acotamiento que plantea el Capítulo V, al fijar ciertas 
fechas. En este proyecto de ley se incluye solamente a aquellos que estuvieron detenidos entre el 9 de 
febrero de 1973 y el 28 de febrero de 1985. Reitero que no estamos de acuerdo con estas fechas, pero 
tampoco lo estamos con que se establezca que la Comisión Especial que se creará, podrá hacer el 
otorgamiento de esta pensión especial reparatoria a aquella persona que por los motivos y dentro del 
período indicado dentro del acápite del artículo 1, haya sido privada de su libertad por un lapso superior a 
un año y no haya sido procesada. Decimos esto, porque se dio el caso de muchas personas que fueron 
detenidas por dos o tres meses, luego fueron liberadas y más tarde otra vez apresados, por lo que no 
fueron procesadas y no llegaron a cumplir con ese período de un año. Por ejemplo, el doctor Roslik no 
cumplió ese período y, por lo tanto, su caso no estaría comprendido. Hay que tener claro que en pocos días 
uno podía pasar a ser un desaparecido o estar muerto por la tortura; no se necesitaba estar un año preso y 
tampoco se necesitaba estar procesado. 


Por otro lado, no se reconoce como preso político a quienes fueron procesados con anterioridad 
a esa fecha y liberados antes del 9 de febrero de 1973. Si bien se los liberaba, tenían que ir a firmar a los 
cuarteles, por lo que era como estar en prisión. Se vivía con el mismo estrés o acaso más que los que 
estaban presos. Queremos destacar que el estrés determina que, quienes fuimos presos políticos, 
tengamos una menor expectativa de vida, que se fija en los 61 años, tal como lo expresan los estudios 
estadísticos realizados por la profesora Rita Cultelli. Además, cuando fuimos liberados salimos 
estigmatizados, con un número delante y otro detrás y tuvimos que trabajar en negro, puesto que no 
podíamos hacerlo de otra forma. Afortunadamente, algunos pudieron reinsertarse, aunque otros no lo 
lograron. Sin embargo, todos los liberados antes del período a que se hace referencia -época en que ya 
existía la tortura, la muerte y la desaparición- quedarían fuera de la norma. Antes de la fecha que se 
estipula, los servicios de inteligencia de las Fuerzas Armadas ya estaban operando y está claro que los 
hechos no ocurrieron por generación espontánea, de un día para el otro, sino que son el resultado de un 
proceso que comienza con mucha antelación. Entendemos que esto debe encararse desde el punto de 
vista de los derechos humanos. En el artículo 11 del Capítulo V se habla de una pensión especial 
reparatoria y, sin embargo, con esta norma quedan compañeros sin contemplar y, por lo tanto, se producen 
exclusiones. En consecuencia, mientras haya excluidos vamos a seguir luchando para que se incluya a 
todos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR VAILLANT.- La pensión especial se establece en el artículo 11 del Capítulo V, en su primer inciso 
e identifica las fechas, ya que habla del 9 de febrero de 1973 y el 28 de febrero de 1985. Luego, en su 


último párrafo señala: “La Comisión Especial que se crea por el artículo 13 de la presente ley, podrá decidir 
-debiendo hacerlo en este caso por unanimidad- el otorgamiento de esta pensión especial reparatoria a 
aquellas personas que, por los motivos y dentro del período indicado en el acápite artículo 1%, hayan sido 
privadas de libertad por un lapso superior a un año y no hayan sido sometidos a proceso”. Este párrafo es 
el que tiene una fecha distinta. Este artículo 1% es, precisamente, el que permite que personas que 
estuvieron presas anteriormente puedan ser contempladas en esta pensión especial reparatoria con el 
pasaje previo por una Comisión. Lo que se quiso con esto fue, simplemente, evitar que una persona que de 
pronto estuvo presa o detenida uno, dos o tres días en algún lugar -como lo estuvimos muchos- pudiera 
acogerse por ese hecho a la pensión reparatoria. 


SEÑORA SILVA.- Agradezco nuevamente que esta Comisión nos reciba como CRYSOL y que nos brinde 
su tiempo para escuchar nuestras sugerencias a fin de lograr una reparación para todos. 


Los compañeros anteriormente decían que CRYSOL, el colectivo, valora este proyecto de ley 
como muy satisfactorio en relación con lo que existía en nuestro país sobre este tema. Sin embargo, hay 
algunos puntos que queremos remarcar, porque con el texto tal como está, quedarían personas excluidas. 


El señor Senador Vaillant recién expresaba algo que nosotros hemos evaluado y es que, de 
repente, la necesidad de acotar la ley proviene de evitar un aluvión de distintas realidades, como la del 
preso no procesado, la del que estuvo algunos días, meses o años -en algunos casos- e, inclusive, la de 
compañeros que fueron restituidos a sus puestos de trabajo públicos, pero no desde el punto de vista 
previsional. Entendemos esta necesidad de acotar el proyecto para evitar, reitero, una avalancha de casos, 
pero CRYSOL también quiere trasmitirles tranquilidad en este sentido, porque el tema de ex presos y ex 
presas va a pasar por todos nosotros. Al respecto, queremos aclarar que lo que pretendemos es que sean 
comprendidos en la ley los compañeros que realmente merezcan ser reparados por lo que pasó en esos 
años. Es bueno aclarar esto, porque estamos hablando de no más de un centenar de situaciones en ambos 
casos. 


Me voy a referir a los puntos 5* y 6* de la propuesta de CRYSOL. Ante este proyecto de ley de 
pensión especial reparatoria, enviado al Parlamento a fines de junio de 2006, fundamento en el sentido de 
que la ley debe dar solución a todas y a todos los ciudadanos que fueron víctimas del terrorismo de Estado, 
debe viabilizar una solución sin excluidos y debe resarcir a los que peor están. La reconciliación y 
reconstrucción de la democracia ha progresado de distintas maneras. Hemos confrontado el pasado con 
modalidades diferentes y esto nos conduce al camino o hacia una solución para cicatrizar heridas y 
avanzar, valiéndonos de nuestra historia, de nuestra cultura y de nuestras sensibilidades. Reconciliación y 
reconstrucción están intrínsecamente ligadas; la reconciliación es un medio para alcanzar la meta, pero si 
la confundimos o nos olvidamos, generamos controversias. La garantía de que la violencia no volverá es la 
efectividad de la reconciliación. Ha transcurrido el tiempo: 21 años de democracia. A las víctimas las 
ampara el derecho a una reparación adecuada, efectiva y rápida por el daño sufrido. Cada uno de ellos es 
único y el tiempo no cura. Es necesario cambiar las condiciones de vida de los únicos, de manera tal que a 
los traumatismos vividos, sufridos a más de 30 años, no se sigan generando nuevos daños. En muchos 
casos las víctimas, aún hoy, están estigmatizadas, lo que les crea sentimientos y conductas sociales de 
autoexclusión y automarginación. Son los sobrevivientes. Algunos y algunas, no han sobrevivido: se han 
autoeliminado en cárceles o fuera de ellas. ¡Qué impacto tan traumático para sus familias! Fueron 
afectados hijos, padres, hermanos, hombres y mujeres. Las mujeres que perdieron sus esposos o 
compañeros merecen ser compensadas por las pérdidas, merecen ser apoyadas al asumir un nuevo rol 
como proveedoras de familia. En el caso de ellas tendríamos que hablar de un proceso de reconstrucción. 
Los hombres que perdieron a sus esposas o compañeras, entre la rabia y la frustración, debieron 
reconstruir sus familias. Cumplieron roles que muchas veces estaban alejados de su género, derivando 
esto en casos de delincuencia, criminalidad y alcoholismo. Y entre los seres más vulnerables estaban 
nuestros niños, separados de sus padres, traumatizados por experiencias vividas y junto a ellos estaban 
nuestros adolescentes que han arrastrado, a lo largo de todas sus vidas, los efectos del trauma. Sufrieron 
algunos y sufren otros, cosas tales como la marginación, la pobreza, el abuso, la desnutrición en su salud 
física y mental y son sometidos a difíciles condiciones de vida o de trabajo. ¿Lograremos sanarlos? ¿Se 
podrán eliminar las causas que subyacen a la violencia del pasado? En el caso de estas víctimas, ¡cuánta 
impotencia, cuánta rabia genera el recibir dinero como reparación! Empecemos por un trato diferente, 
preferencial, de privilegios y aquí va la sugerencia de CRYSOL en el punto 5. En el caso de aquellos 
ciudadanos que fallecieron en prisión o se autoeliminaron dentro o fuera de la cárcel, la pensión especial 
reparatoria debe ser del 125%, para el resarcimiento de su familia. 


Al repasar trabajos científicos a nivel internacional -que también mencionaron mis compañeros- 
así como los del profesor Ricardo Elena en nuestro país, de reciente divulgación, podemos apreciar que 
las víctimas de tortura y prisión prolongada tienen una menor expectativa de vida y una mayor tasa de 
morbimortalidad que el resto de nuestra población. Las presas y los presos fueron sometidos a torturas 
sistemáticas, a tratos inhumanos y degradantes que se iniciaban ya en el proceso de la investigación y se 
prolongaron metódicamente durante el tiempo de reclusión. Las cárceles o los lugares que hacían de ellas, 
fueron diseñadas y usadas para la destrucción psíquica y física de los detenidos. Hoy se mueren dos 
compañeros o compañeras semanalmente. 


Lograr la equidad del proyecto es permitir que las o los ciudadanos ya jubilados, que 
provisionalmente adquirieron el derecho, puedan sumar la pensión especial reparatoria. Ellos son los que 
tienen menor expectativa de vida, muchos de ellos padecen graves secuelas psíquicas o físicas y algunos 
viven en la indigencia; fueron los luchadores sociales del ayer, presentes en el hoy. No fueron reparados, 
¿seguirán sin serlo? Aquí me remito a la sugerencia de CRYSOL del punto 6: el proyecto de ley es más 
equitativo si permite que aquellos ciudadanos que tienen menor expectativa de vida y que hoy están 
jubilados sumen, esta pensión especial reparatoria. 


Los problemas del pasado no sólo nos comprometen a nosotros como víctimas; nos 
comprometen a todos. Su saldo favorable en el presente, a veintiún años de democracia, ayuda a 
profundizar y a avanzar en ella. Los exhortamos a aprobar una ley reparatoria rápidamente, sin exclusiones 
y que logre hacer justicia con los presos por luchar, barriendo con el legado del terrorismo de Estado y de 
la impunidad. 


Muchas gracias. 
SEÑOR FERREIRO.- Voy a hacer referencia a los dos últimos puntos del memorándum de CRYSOL. 


El punto 7 plantea que el colectivo CRYSOL, único representante de las víctimas directas del 
terrorismo de Estado, debe tener un lugar propio en la Comisión Especial Implementadora. CRYSOL es la 
única institución representativa de las presas y los presos políticos de la dictadura y expresa el sentir de las 
víctimas directas del terrorismo de Estado ejercido en nuestro país durante el período dictatorial y también 
en períodos anteriores, como se ha señalado recién. Es en función de este carácter especial que tenemos 
los presos y las presas, que sus integrantes han sido contemplados específicamente en el artículo 11 del 
Capítulo V del proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo, en su clara intención de hacer justicia 
después de veintiún años de postergación permanente, en evidente violación a los convenios 
internacionales de derechos humanos, suscritos por sucesivos gobiernos de nuestro país. Este gobierno 
señala así un camino claro en el inicio de la reparación tan necesaria y justa para importantes sectores de 
la población democrática del Uruguay. 


Entendemos -en consonancia con lo dicho anteriormente- que CRYSOL debe tener un 
representante permanente en la Comisión Especial Implementadora, desde el momento en que el proyecto 
de ley considera, para nuestro colectivo, la disposición específica de la pensión especial reparatoria. 


Nuestra Asociación -CRYSOL- además de tener el derecho a estar representada, en forma 
permanente, en la Comisión Especial por la propia filosofía que inspira al proyecto, colaboraría en forma 
práctica en la instrumentación de la ley, en función del conocimiento concreto y de las diversas situaciones 
por las que ha pasado nuestro colectivo, facilitando y agilitando el cumplimiento de la referida ley. 


El punto 8) del memorando de CRYSOL plantea que la Comisión Implementadora debe tomar 
sus decisiones por mayoría simple. Como último aspecto a considerar del punto 8) de nuestro 
memorando, que el proyecto de ley -que compartimos en líneas generales y en sus aspectos filosóficos- 
se propone mejorar en algunos aspectos, entendemos que la Comisión Especial debe actuar por mayoría 
y no por unanimidad en todos los casos que deba resolver. Creemos que la unanimidad, por su propia 
naturaleza, otorga un poder de veto a cualquiera de las instituciones participantes en la Comisión que, 
llegado el caso, podría provocar importantes injusticias en casos concretos. El manejo del principio de 
mayoría y minoría disminuye, por el contrario, los riesgos de iniquidad en los que, sin proponérselo, pudiera 
caer la Comisión Especial. Pensamos también que la aplicación del principio de mayoría y minoría haría 
más ágil el manejo de las situaciones concretas y otorgaría a sus resoluciones una transparencia total. 


Por último, voy a hacer algunas aclaraciones que ya realizaron los compañeros -porque estos 
son los ocho puntos que tenemos para plantear- en el sentido de que exhortamos a los señores 
Senadores integrantes de esta Comisión y a todo el Cuerpo legislativo en general a que tomen estos 
puntos y los estudien, que los hagan suyos y los implementen para lograr, de una vez y para siempre, 
justicia sin que haya excluidos en esta instancia de la reparación. También hago una aclaración en la 
misma dirección que la compañera que me precedió en el uso de la palabra, respecto a que, desde el 
punto de vista presupuestario, estos puntos no son significativos, por si hubiera algún problema por ese 
lado. Mañana les haremos llegar lo que, consideramos, podría ser el borrador de una redacción -que nos 
tomamos el trabajo de elaborar- para que ustedes lo manejen y les vamos a pedir una entrevista concreta y 
particular, luego de que lo lean, para tener una idea de qué es lo que piensan al respecto y cómo se puede 
avanzar en ese sentido. La verdad es que, además de estar contentos por este proyecto de ley -que es 
lo mejor que hemos visto los ex-presos y las ex-presas- nos preocupa expresamente el tema de las 
exclusiones. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar una constancia y en ella voy a incluir al señor Presidente aunque, si 
cree que estoy hablando de más, le pido que me lo advierta. 


Creo que hay una enorme sensibilidad de todos los aquí presentes para ampliar en este tema. Es 
más, si bien todo esto demoró lo que ya sabemos y tuvo sucesivas idas y venidas, verán que, 
efectivamente, se ha ido incorporando gente que podía estar excluida. Por supuesto, tenemos algunas 

restricciones legales -porque los Legisladores no tenemos iniciativa para presentar estas normas- así 

como también restricciones económicas, porque el país aún no está bien y otras, no por el tema de la 
avalancha sino, quizás, algunos pruritos para que en ningún momento sea reparada una persona que no 
debería serlo, porque ello me dolería en el alma cada día que pase y no se apruebe este proyecto o si 
hubiera alguien que termina beneficiándose de algo que sólo debe corresponder a los que sufrieron. 


Este no es el último capítulo porque, como verán, ni los desaparecidos ni los asesinados figuran 
acá, así como tampoco empezó el 9 de febrero la situación de los que sufrieron; lo sabemos. 


Está muy bien que nos traigan aportes, porque esta obra es perfectible, no sólo hoy, sino también 
en el futuro. Aquí vamos a hacer un aprendizaje y ni siquiera ustedes, que están más en contacto con los 
compañeros que todos los días se nos están yendo -hay algunos que no van a poder disfrutar de esto; es 
algo que debió atenderse mucho antes- pueden decirnos a ciencia cierta y con la mano en el corazón que, 
aún teniendo en cuenta todos los aportes que ustedes nos traigan, no va a quedar por el camino el caso de 
algún compañero -realmente compañero- que haya sufrido esta situación. 


Todos los que estamos aquí tenemos un conflicto entre aprobar esto cuanto antes -si fuera 
posible, hoy mismo- y que se planteen algunas de esas modificaciones en Sala, o esperar más y darle un 
nuevo giro a este asunto. A veces optamos por lo segundo, por atender tres o cuatro casos que ni siquiera 
sabemos si estarán presentes, porque ya, hoy mismo, algún compañero se va. Si se hubiera aprobado el 
texto en diciembre del año pasado, algunos compañeros que nombraron hubieran podido disfrutar de esto. 


Disculpe, señor Presidente, esta expresión casi coloquial con algunos compañeros con los que 
nos conocemos desde hace mucho y el haber invocado a toda la Comisión para que nuestros invitados 
sepan que este conflicto nuestro es permanente: o demorar la iniciativa para incorporar algo más o sacarla 
para que no queden afuera los que más están padeciendo ese sufrimiento. 


Como dije, como obra humana esto es perfectible y tenemos el compromiso de revisarla una vez 
que esté implementada. 


Nada más. Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que tenemos el proyecto, pero también una cantidad importante de 
audiencias solicitadas. Tengo aquí agendados a los bancarios de Tacuarembó, a docentes destituidos, a 
textiles perseguidos por la dictadura y puedo seguir con la lista. 


Estuvimos conversando del tema con el señor Senador Vaillant y se nos presenta la disyuntiva 
entre abrir la discusión o aprobar el proyecto tal como viene y después ver las modificaciones que se 
puedan presentar en el Senado. Este tema lo conversamos con ustedes, que son la parte interesada. 
Nosotros tenemos la mejor buena disposición, pero creo que ustedes también tienen que colaborar porque, 
tal como han reconocido, se trata de un proyecto importante, aunque tal vez no sea completo debido a que 
la situación es muy compleja. Nosotros estamos dispuestos a votarlo lo antes posible; sin embargo, no 
queremos que mañana se nos pueda echar en cara que no abrimos la discusión a los planteos que ustedes 
están haciendo. 


Entonces, en ese sentido, personalmente les voy a dar un trabajo, que es hacer un comparativo 
de la Ley N* 17.449 y algunas propuestas de ustedes. Cuando nos acerquen su trabajo, individualmente, 
también me gustaría que nos dieran su opinión con relación a eso. 


Me parece que ese es el camino para ponernos de acuerdo en cuanto a la forma en que 
debemos seguir. De más está decir que nosotros estamos dispuestos a recibir a los compañeros que hace 
años que están en la misma, pero si abrimos la discusión, no sale nada. Por otro lado, tampoco podemos 
dejar de discutir y de recibir sus planteos. Este me parece que es el sentido de la labor de la Comisión. 


SEÑOR VAILLANT.- Quiero decir algo en el mismo sentido de las expresiones del señor Presidente de la 
Comisión y también de las del señor Senador Michelini. Agregaría que, además de ese equilibrio que 
tenemos que hacer entre la urgencia y la amplitud, el alcance y la perfección de la ley, también debemos 
considerar el equilibrio entre querer hacerla más abarcativa y, por otro lado, que pueda ser más injusta o a 
la inversa. Seguramente, siempre tendremos entrevistas pendientes con aquellos compañeros que por 
distintas circunstancias no queden comprendidos en la ley. También nos va a pasar que cuando tengamos 
que elaborar o modificar alguna redacción para que esos compañeros queden comprendidos, estaremos 
ampliando el espectro -sin quererlo- para que muchos, aunque no les corresponda, también se amparen. 


Recién, como comentario aparte, decía algo que también hablé con otros compañeros, en el 
sentido de que si tomáramos al pie de la letra algunas de las modificaciones que nos plantean, yo entraría 
como beneficiario de la ley, por tres circunstancias, lo cual sería totalmente injusto. Entonces, tenemos que 
lograr un equilibrio permanentemente. 


Como este tema ha venido siendo discutido desde hace un tiempo y va a tener que seguir 
siéndolo no sólo en el Pleno, sino también en la Cámara de Representantes, quiero señalar que siento una 
enorme tentación de votar el proyecto tal como está lo antes posible para que luego en el Senado -quizás 
la semana próxima- se le pueda introducir alguna modificación y, en caso de que eso no suceda, pase 
rápidamente a la Cámara de Representantes, donde seguramente se abriría otro diálogo. 


Son muchos los sectores que nos han solicitado una entrevista y que tienen derecho a conversar 
y a realizar planteamientos. Pero si concedemos todas esas audiencias para tomar en consideración las 
propuestas y recién después analizamos nuevamente el proyecto, volveríamos un año atrás. Me temo, 
entonces, que termine el año sin que haya salido de Comisión o, por lo menos, de la Cámara de 
Senadores. Personalmente, siento un fuerte compromiso por tratar de que dentro del mes de agosto el 
proyecto pueda pasar a la Cámara de Representantes; pero para que eso suceda, nos debemos ubicar en 
la disyuntiva de ser muy restrictivos en cuanto al diálogo a tener. 


SEÑORA DALMAS.- Ante todo, quiero saludar a la delegación que nos visita. 


Como aquí se han dejado constancias, parecería que no intervenir en honor a la economía del 
tiempo, pudiera no ser conveniente. 


En primer lugar, quiero decir que suscribo las expresiones del señor Senador Michelini en cuanto a 
los sentimientos manifestados, que compartimos totalmente. 


En segundo término, voy a aclarar que ni en esta Comisión ni en ninguna otra del Senado solemos 
discutir el trámite que van a llevar los proyectos estando presentes las delegaciones. Por lo tanto, estoy 
marcando un matiz -pese a que, en mi opinión, ello no debiera hacerse en presencia de una delegación- en 
virtud de que ya se han efectuado algunas consideraciones. 


No creo que sea conveniente que la delegación se vaya con la idea de que tiene alguna 
responsabilidad sobre los procedimientos a seguir o las decisiones que vaya a adoptar esta Comisión. Con 
muchísimo gusto recibo los ocho puntos que están planteando, con sus respectivas fundamentaciones y 
los tomaremos en cuenta en el debate para adoptar las resoluciones. Sin embargo, también asumo que 
esas decisiones son tomadas aquí por los integrantes de la Comisión y además por los restantes señores 
Senadores en el Pleno. De ninguna forma tienen ustedes por qué dirimir si este proyecto cuenta con los 
artículos presentes y se aprueba en un determinado lapso o se modifica y, entonces, su aprobación 
demorará más. Creo que ese es un tema que atañe exclusivamente a la Comisión y a sus integrantes. 


Por lo tanto, agradezco que nos hayan planteado esas objeciones, que son importantes y que van 
a ser tenidas en cuenta, pero la decisión va a ser tomada cuando corresponda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. 
SEÑOR ALONSO.- Muchas gracias por habernos recibido y quedamos a las órdenes. 


(Se retiran de Sala los representantes de Crysol) 


(Ingresan a Sala representantes de los trabajadores del Banco de Previsión Social, de la Comisión de 
Derechos Humanos del PIT-CNT, de la Comisión para el Reencuentro de los Uruguayos y del Servicio 
Ecuménico para la Dignidad Humana) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social da la bienvenida a los 
representantes de los trabajadores del Banco de Previsión Social, de la Comisión de Derechos Humanos 
del PIT-CNT, de la Comisión para el Reencuentro de los Uruguayos y del Servicio Ecuménico para la 
Dignidad Humana. 


La Mesa quiere dejar constancia en la versión taquigráfica de que esta Comisión tiene como 
cometido escuchar a nuestros visitantes y de que no puede hacer ningún tipo de consideraciones sobre lo 
que en ella se plantee. Asimismo, les recuerda que, teniendo en cuenta que hay otras delegaciones que 
esperan ser recibidas, se dispone de un tiempo limitado para realizar la exposición. 


Sin más, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR FERRARI.- En nombre del colectivo de personas que ha trabajado en estos temas agradecemos 
haber sido recibidos en este ámbito. 


Desde hace muchos años, el Servicio Ecuménico para la Dignidad Humana, la Comisión para el 
Reencuentro de los Uruguayos, la Comisión de Derechos Humanos del PIT-CNT y la representación de los 
trabajadores en el Banco de Previsión Social se han venido preocupando por estos temas. 


En lo que refiere a nosotros, representantes de los trabajadores, debo decir que desde la 
instalación misma en el Banco de Previsión Social, en 1992 -y pese a que algunos venían trabajando 
desde antes- venimos trabajando en procura de que fueran reconocidos los derechos jubilatorios -y quiero 
poner énfasis en este aspecto- de los distintos ciudadanos perseguidos durante el período de la dictadura, 
algunos de los cuales sufrieron la prisión, el exilio, perdieron el empleo o debieron pasar a la 
clandestinidad, que fueron impedidos de poder trabajar. Cuando este Parlamento aprobó la Ley N* 17.449, 
nosotros señalamos que era absolutamente insatisfactoria y que, por lo tanto, más allá de reconocer que 
hubo un avance, porque a algunas personas se les iban a reconocer años de servicio, íbamos a continuar 
nuestras acciones para que desde el propio Estado -que, en definitiva es el responsable, porque el 
terrorismo que sufrió nuestro país fue incentivado por el mismo- se reparen todas esas situaciones. Reitero 


que mantendremos nuestra postura hasta que logremos que se le reparen los derechos jubilatorios al 
conjunto de los ciudadanos, sin exclusiones. 


Quiero señalar que el año pasado -para ser más preciso, el 6 de julio- habíamos coordinado 
acciones con los compañeros de Crysol. Ellos también habían firmado el anteproyecto de ley que 
presentamos ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Esta iniciativa pretendía reparar los 
derechos jubilatorios en distintas situaciones que se fueron presentando. El 29 de noviembre de 2005, fue 
recogido el anteproyecto de ley -con algunas modificaciones que le hicimos- por el Poder Ejecutivo. A 
nuestro juicio, dicha iniciativa en su estructura y filosofía mantenía los conceptos por los cuales habíamos 
trabajado, más allá de que no compartíamos algunas rigideces y exigencias que se le impusieron. 
Aprovechamos la oportunidad para agradecerles a los señores Senadores miembros de esta Comisión por 
habernos recibido -tal como ocurrió en el pasado- para dar nuestra visión sobre este tema. Con sorpresa 
recibimos un proyecto de ley que el 19 de julio el Poder Ejecutivo presentó al Legislativo, solicitando, en 
primer lugar, el retiro de aquel proyecto de ley -que, en realidad, no sabemos si se retiró- pero 
presentando otro nuevo. 


Antes de realizar algunas observaciones a esta iniciativa presentada por el Poder Ejecutivo, 
queremos plantear nuestra preocupación, porque en la exposición de motivos se hace referencia a las 
cuatro organizaciones -además de Crysol- planteando que, en gran medida, en ella se recoge la 
contribución realizada. Nosotros no compartimos esto; nunca fuimos consultados y los pedidos de 
entrevistas que solicitamos a nivel de los distintos ámbitos del Poder Ejecutivo no fueron contemplados, 
nunca nos recibieron. Por lo tanto, solicitamos que no se nos tenga en cuenta, que no se nos incluya como 
si nosotros estuviéramos de acuerdo con esto, porque creemos que confunde y que, en definitiva, altera 
nuestro planteo. No es así; no es correcto que se exprese que nosotros participamos en esto y que, en 
gran medida, la exposición de motivos recoge nuestras contribuciones. Nuestras contribuciones tenían que 
ver con el derecho de reparar los beneficios jubilatorios tanto para presos, destituidos, perseguidos, como 
exiliados. En estas cuatro organizaciones y más allá de la especificidades o de lo que cada uno representa 
-tanto en la Comisión del Reencuentro como en la Central- tenemos presos, destituidos y exiliados; sin 
duda, esto es una gran problemática. No nos vamos a oponer a que se apruebe esta ley, si el Parlamento 
entiende que debe hacerlo, porque va a haber gente beneficiada. No obstante, no nos vamos a sentir 
satisfechos, porque muchísima gente será excluida. No quiero asustarlos al decir “muchísima gente”, ya 
que en períodos anteriores, cuando algunos veníamos a plantear reivindicaciones al Parlamento, nos 
preguntaban: ¿qué costo tiene? El costo que esto tiene es el producto de miles de uruguayos que lucharon 
por defender la democracia que hoy tenemos y que nos da la posibilidad de que ustedes y nosotros 
estemos discutiendo estos temas alrededor de una mesa. 


No podemos compartir la filosofía de este proyecto de ley, porque mezcla temas de seguridad 
social y de reparación. Son cosas distintas. Uno es el derecho jubilatorio de aquellos que fueron impedidos 
de trabajar y hay que reconocerles los años para que, cuando lleguen a la vejez, tengan una jubilación 
digna. El otro es el tema de la reparación de los compañeros que sufrieron la prisión y, como consecuencia 
de ello, hay que darles una indemnización reparatoria. Reitero que son cosas distintas, que no hay que 
mezclar. Por eso no podemos compartir que se plantee el criterio de que, ante un estado de necesidad, se 
obligue a compañeros a renunciar a un derecho humano como es la seguridad social si quieren la 
reparación. No podemos compartir eso. La seguridad social es un derecho humano y, ante el estado de 
necesidad de un jubilado que tal vez percibe $ 3.000 y tiene derecho a la cuota mutual, no le podemos 
decir: “Si querés seguir con los $ 3.000 y la cuota mutual, renunciá a la pensión” o “Si querés tener una 
pensión reparatoria, renunciá a un derecho humano como es la jubilación”. 


Tampoco compartimos el proyecto de ley, porque no respeta un criterio de equidad ni de unidad, 
que es uno de los principios básicos de la normativa y, en particular, de lo que tiene que ver con la 
seguridad social. 


Si se trata de algo reparatorio relacionado con los daños que sufrió la persona en la prisión, no 
puede dejar compañeros afuera. Debe reparar la prisión. En nuestro proyecto de ley -que era jubilatorio- no 
incluíamos a quienes los derechos jubilatorios les habían sido reconocidos por la Ley N* 15.783 o normas 
posteriores, porque para algunos compañeros por una causal especial que establecía dicha ley y para otros 
porque habían sido restituidos, el tema ya había sido resuelto en lo que se refería a derechos jubilatorios. 
Pero cuando acá se habla de cuestiones reparatorias, no podemos aceptar que alguien que estuvo diez 
años en prisión, por el hecho de haber entrado a trabajar en una función pública, no se le otorgue una 
pensión reparatoria. Son cosas absolutamente distintas que no se pueden compartir. 


Tampoco podemos compartir que se clasifique a los presos en procesados y no procesados. Los 
de Orletti, los de Banfield o alguna gente que estuvo meses desaparecida no fueron procesados. ¿Por qué 
la Comisión tiene que votarlo por unanimidad? Parece un criterio muy estricto, muy poco flexible. Si un 
Legislador no está de acuerdo, no se resuelve el tema. Se exige tener por lo menos un año en esas 
condiciones y algunos tal vez no lo tienen. Un ejemplo muy claro de eso es el compañero escribano 
Miranda, que había desaparecido y ahora, por suerte, sus restos descansan, porque fue uno de los dos 
que se encontraron y sabemos que lo mataron a los dos días de haber sido detenido. 


Por lo tanto, medir en el tiempo las consecuencias de la prisión para ver si le damos pensión 
reparatoria o no a alguien, no me parece adecuado. Y con esto no quiero decir que queramos incluir en 
esto a los cientos que pasaron por el Cilindro. Por las dudas, aclaro que estamos planteando la situación 
de los que pasaron por los cuarteles, por las cárceles clandestinas y por los distintos penales. 


Además, allí se incorpora un artículo que no hemos logrado que nadie nos diga su autoría. Ni 
siquiera en la Presidencia de la República saben quién redacto el artículo 9% que habla de la pensión 
relativa a los detenidos desaparecidos. Si aquí tampoco saben quién lo incorporó pienso que hay que 
tener cuidado, porque entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo puede haber algún duende que 
introduce artículos. Digo esto, porque no se sabe nada respecto a este artículo, pero está ahí. Por nuestra 
parte, no vamos a opinar al respecto, pero sería bueno que las madres y los familiares de detenidos 
desaparecidos lo pudieran hacer. Creo que ese artículo es preocupante, sobre todo por algún giro que tiene 
la redacción que refiere a siniestros. Hay que tener claro que lo que hubo acá fue terrorismo y no siniestro 
como ocurre cuando, por ejemplo, se cae un avión. Por lo que sabemos ahora, en más de un vuelo 
trajeron a muchos ciudadanos y tal vez a algunos de ellos los tiraron al río cuando los trasladaban de 
Argentina al Uruguay, pero no es eso de lo que se trata y nos preocupa que figure así en la redacción. 


En lo que tiene que ver con los exiliados, creemos que se hace una discriminación y no se tiene 
en cuenta la equidad. Se pone a los exiliados la condicionante de que hayan regresado antes de 1995. 
Consideramos que eso es arbitrario. ¿Por qué no el año 1998 o el año 1989? ¿Por qué se decidieron por 
el año 1995? ¿Acaso porque pasaron veinte años sin que se reparara la situación y entonces se reparten 
las diferencias como una forma de compensación, estableciendo que diez años pierde el Estado y diez 
años la otra parte? No compartimos ese punto de vista porque, además, es discriminatorio con respecto a 
la situación de los clandestinos y los presos. 


En ese sentido, tampoco compartimos que se les reconozca el período hasta el momento en que 
consiguieron trabajo formal. Si una persona actuó en forma clandestina o estuvo preso y recién consigue 
trabajo formal en el año 2010, ¿se le van a reconocer treinta años? No es eso lo que nosotros planteamos. 
Sí queremos una ley especial, porque las consecuencias las vivimos también después de 1985, ya que 
hubo gente que no pudo conseguir trabajo. Es por esa razón que en nuestro proyecto de ley planteamos 
que a los sesenta años, más allá de los años de trabajo, la persona tenga una jubilación. La diferencia que 
hay con el proyecto de ley que presentó el Poder Ejecutivo en noviembre del año pasado es que allí se 
solicitan veinte años. En esta nueva iniciativa se rebajan diez años, pero se establece la limitante que 
establece la Ley N* 16.713 que nosotros cuestionamos. Allí hay un cambio sustancial de la 
responsabilidad, porque si una empresa tiene a su trabajador “en negro”, sin registrarlo en el Banco de 
Previsión Social ni en la planilla de trabajo, por el nuevo sistema de Seguridad Social, de acuerdo al 
artículo 77, si no hay registro y no se realizaron aportes, no se pueden reconocer los años trabajados, 
porque no se van a poder presentar pruebas documentales y testimoniales. Sin embargo, aquí se establece 
el plazo de 10 años, pero se establecen esas condiciones. Hay que tener en cuenta que muchas personas 
perseguidas por la dictadura no consiguieron trabajos formales. Cuando les comenté esta situación a los 
compañeros les parecía un detalle o un agregado más que en el artículo se mencione entre paréntesis “-de 
acuerdo al artículo 77 de la Ley N* 16.713-”, pero esto tiene un hondo contenido excluyente, ya que 
muchas personas quizás podrían tener pruebas con testigos y van a quedar afuera por esta exigencia. 


Ahora me voy a referir a otro tema que tiene que ver con los clandestinos. En el artículo 15 se 
establece que se debe probar la clandestinidad mediante la acreditación fehaciente del requerimiento de la 
persona por las autoridades del gobierno de facto. Esto quiere decir que el Poder Ejecutivo nos solicita que 
consigamos documentos de los dictadores -porque eso fue en el gobierno de facto- para probar que fuimos 
clandestinos. Y aquí, adentro de este recinto, tanto en la Cámara de Representantes como en la de 
Senadores, hay ciudadanos que ocupan cargos honorables y que fueron militantes clandestinos. Algunos 
de ellos resolvieron por sí mismos pasar a la clandestinidad y otros lo hicieron porque cuando iban llegando 
a sus casas encontraron un señuelo, una señal o alguien les avisó que había una ratonera. Es decir que 
estas personas nunca fueron requeridas públicamente. Entonces, ¿cómo van a probar que pasaron a la 


clandestinidad? De alguna forma, parecería que esto es de tal rigidez o exigencia que puede excluir a 
algunos o provocar la imposibilidad de probar la situación de muchos de los que estuvieron clandestinos. 


Estas son las cosas centrales que nos preocupan y que no están integradas. Como dicen los 
representantes del PIT-CNT en la Declaración -que entregamos a los señores Senadores- de su última 
Mesa Representativa Nacional Ampliada, es necesario reflexionar sobre este tema antes de resolver, 
porque van a quedar ciudadanos excluidos, personas que lucharon por la democracia que ahora todos 
disfrutamos. 


Después se hace una valoración más desarrollada de este proyecto de ley. No queremos entrar 
en detalles de las desprolijidades que advertimos desde el punto de vista jurídico -hay compañeras en Sala 
que conocen mucho más que nosotros de Derecho- pero no está claro lo que se dice cuando se habla de 
pensiones a la esposa o cónyuge. Allí no queda claro quién es la persona que tendrá derecho; no se 
especifica si van a tener derecho las dos y cada una va a tener pensión. Situaciones como esas tenemos 
que reconocer que existen, puesto que hay compañeros que no rompieron el vínculo matrimonial y hoy 
viven en concubinato. No obstante, no quiero entrar en esas cosas que me parecen menores, pero que 
también tienen que ver con el contenido y que nos llevan a no apoyar el proyecto de ley y a decir desde el 
principio que no queremos estar incluidos en la exposición de motivos como si nuestros puntos de vista 
hubieran sido contemplados. Además, creemos que en lo que hace al contenido hay mucho por hacer y 
trabajar. Nos parece que en estos ámbitos tenemos la posibilidad de dar nuestros aportes y visiones para 
que se pueda aprobar una ley que realmente nos permita dar vuelta la página de un tema que lleva 21 
años de espera y que el Estado es responsable de reparar, porque desde ese Estado es que surgió todo el 
terrorismo. 


SEÑOR VAILLANT.- Quiero señalar que no tengo ninguna duda de que este no es un proyecto de ley que 
pueda ser considerado bueno o excelente, pues seguramente deja afuera un montón de situaciones. 
Tampoco creo que esta sea la solución total y definitiva a un problema que existe en nuestro país. Para 
quienes integramos el Parlamento, esta iniciativa trató o trata de ser un aporte a partir de un proyecto de 
ley que, naturalmente, no tiene iniciativa parlamentaria, sino del Poder Ejecutivo. Sobre esta iniciativa 
discutimos largamente durante varios meses con todos los sectores involucrados... 


(Intervención que no se oye.) 


- Cuando digo “discutimos”, me refiero a que cada uno de los integrantes de nuestro sector 
político y, dentro de él, los que estuvimos trabajando en el tema a lo largo de todo este tiempo, hemos 
recibido -por lo menos en mi caso y creo que en el de muchos otros- conversado y conocido las opiniones 
de los compañeros de las distintas organizaciones en todos estos meses. 


(Intervención que no se oye.) 


- Hemos tenido reuniones con representantes de quienes hoy nos visitan, así como de otras 
organizaciones. Como resultado de las opiniones que hemos recibido sobre el proyecto de ley original y 
con nuestras propias visiones, los integrantes de la Bancada del Frente Amplio logramos ponernos de 
acuerdo en esto, que es el fruto de ese trabajo. Finalmente, se contó con el apoyo del Poder Ejecutivo y de 
la Mesa Política, lo que demuestra que se recorrió un camino que nos ha llevado hasta aquí. 


Ya conocíamos algunos de los planteos que ustedes hacen, aunque hay otros que ahora vemos 
con más claridad, por lo que podremos comenzar a analizarlos. Naturalmente, los comentarios que realicen 
y las propuestas que formulen hoy, no solamente van a ser tenidas en cuenta por la Bancada de Gobierno, 
sino por todos los integrantes de la Comisión. 


Hasta ahora, los integrantes de la bancada de gobierno teníamos planteado un enorme dilema 
que ahora se traslada a los demás Legisladores de la Comisión, a quienes representan a la oposición, en el 
sentido de que si bien queremos aprobar lo más rápidamente posible este proyecto de ley, también nos 
interesa poder perfeccionarlo para que la norma sea la mejor. 


No quiero comenzar a discutir sobre planteos concretos relativos al articulado, que quizás 
podrían merecer una respuesta de parte de alguno de nosotros, puesto que este no es el ámbito adecuado. 


No obstante, vamos a tener en cuenta los comentarios que se planteen, los que serán considerados 
posteriormente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Vaillant se refirió a la oposición y queda claro que el único 
representante es quien habla. Durante la entrevista anterior formulé algunas referencias, porque si bien 
todos tenemos la intención de que este proyecto de ley se apruebe lo antes posible, también queremos que 
se haga con el mayor de los consensos. 


Espero no estar extralimitándome en mis facultades de Presidente al preguntar a quienes nos 
visitan en la tarde de hoy si entienden que es conveniente abrir la discusión del proyecto de ley que ha sido 
enviado. Queda claro que la propuesta que ustedes habían formulado no sostiene la misma posición que la 
que está planteada ahora. Su opinión nos resulta útil para poder tomar posición en el tema ya que, como 
imaginarán, debo trasmitirla a los demás compañeros. 


En consecuencia, nos interesa conocer la opinión de ustedes porque, en su momento, elaboraron 
un proyecto de ley que no tiene absolutamente nada que ver con la iniciativa que plantea el Poder 
Ejecutivo. 


Si bien luego de hacer algunas consideraciones -aclaro que no sé si corresponde, pero ya lo 
hicimos en la anterior entrevista- podemos votar el proyecto de ley e introducirle modificaciones en el 
Plenario, tenemos claro que no disponemos de mucho tiempo ya que, tal como lo manifestó el señor 
Senador Vaillant en su momento, esto tendría que ser aprobado en el mes de agosto. 


Por otro lado, quisiera saber si tienen interés en que plantee la posibilidad de que se abra la 
discusión -aunque haya que esperar un poco más- con la finalidad de obtener un proyecto de ley en el que 
se vean contempladas, tanto sus aspiraciones como las de Crysol y de otros más, porque hasta ahora no 
habíamos dado la posibilidad de que estos organismos vinieran a informar sobre sus aspiraciones en la 
Comisión. 


SEÑOR GIANOTTI.- Si las distintas fuerzas políticas, el Parlamento y el propio Poder Ejecutivo, con la 
iniciativa que le es privativa, están de acuerdo en analizar el tema en un ámbito colectivo, por supuesto que 
queremos participar. Así lo hemos reclamado permanentemente. Por otro lado, si hay voluntad política no 
es necesario demorarlo meses; creo que se puede resolver, aunque sea en sesión permanente. En la 
historia de este Parlamento se han aprobado leyes en 48 horas en las dos Cámaras y a las 72 horas el 
decreto reglamentario correspondiente ya estaba aprobado y en vigencia. 


En consecuencia, reitero, depende de la voluntad política. No creo que, como se nos ha dicho, 
esto se demore un año más. Si hay voluntad política de resolverlo, sin duda estamos dispuestos hoy mismo 
a empezar a trabajar para que el proyecto sea mucho mejor. No pretendemos que salga -aunque nos 
llenaría de satisfacción- nuestra propuesta, sino la que resulte lo más consensuada posible, ya que 
trabajamos sobre la seguridad social que concebimos como un tema de Estado, en el que no sólo el 
Gobierno y los Poderes -como el Legislativo- deben estar involucrados, sino que los actores sociales 
también tienen que participar en la elaboración de este tipo de iniciativas. Reivindicamos este derecho en 
un tema que, además, no deja de tener sus especificidades, ya que concierne a una situación particular, 
desde nuestro punto de vista vinculada a la seguridad social. 


SEÑORA DALMAS.- Quisiera hacerles una pregunta muy concreta, ya que no tuve tiempo de leer el 
material que nos han entregado y no sé si la respuesta está incluida en el mismo. Han planteado aquí el 
desacuerdo con la forma en que el proyecto de ley establece la justificación de la condición de 
clandestinidad. En el material que nos han proporcionado, ¿proponen alguna otra forma de justificación de 
la clandestinidad diferente a la del proyecto de ley? 


SEÑORA OIZ.- Mi nombre es Rosario Oiz e integro el equipo en representación de los trabajadores en el 
Banco de Previsión Social. 


En honor a ser claros en este tema, debemos decir que, a nuestro entender, cuando uno 
fundamenta una posición en base a tener una condición, obviamente debe tener elementos de prueba que 
la acrediten. En tal sentido, no tenemos ningún reparo en que se presenten elementos de prueba. Lo que sí 
decimos es que establecer que esa condición de clandestinidad sea probada mediante requerimientos 


emitidos por integrantes del gobierno de facto restringe tanto la situación que, en realidad, deja fuera a una 
cantidad importante de compañeros que tienen derecho a la cobertura propuesta. A esos efectos 
entendemos que, al igual que en el resto del proyecto de ley, deben ser válidos todos los medios de 
prueba. Tanto en el Decreto N* 500, que regula el procedimiento -en ese proyecto como en todos los que 
se han presentado- como en el que menciona al artículo 146 del Código General del Proceso, los medios 
de prueba de una situación son amplios, tal como lo determina nuestro sistema jurídico. 


Sobre esta base es que entendemos que, efectivamente, la situación hay que acreditarla, pero 
por todos los medios de prueba que nuestro sistema permite. 


SEÑORA DALMÁS.- Independientemente de eso, que ya lo comprendí y ya sea con una u otra mayoría, 
¿ustedes pondrían objeción a que esos amplios medios de prueba que se mencionaban se invoquen ante 
la Comisión Especial, que es la que en definitiva va a resolver? 


SEÑORA OIZ.- La Comisión Especial es la que va a tener que analizar, aplicando los criterios de la sana 
crítica y de la convicción suficiente, si los elementos de prueba que se le presentan son los adecuados para 
justificar la situación que se acredita. Ahora bien; ¿cómo resuelve la Comisión? Habría que ver cómo lo 
hace en general, porque en ese proyecto está previsto que haya mayorías especiales para algunas 
situaciones, pero para otras, que pueden llegar a ser opinables, no se establece este tipo de mayorías. En 
realidad, por la remisión que se hace a la Ley N* 17449, que se deroga sólo en una parte, debiera atenerse 
a lo que en aquella ley se estableció, es decir, que el funcionamiento de la Comisión lo reglamenta la propia 
Comisión. De allí, de la propia votación, saldría la forma en que cada una de las situaciones se soluciona, o 
sea, si necesitan una votación u otra para acreditarla. 


SEÑORA VARELA.- Mi nombre es Ana Varela y represento al Servicio Ecuménico para la Dignidad 
Humana, el que hace especial hincapié en que de ninguna manera quiere estar en la exposición de 
motivos, porque para las instituciones cristianas que representa el Servicio Ecuménico para la Dignidad 
Humana acá hay una situación de exclusión pensada y querida y eso no lo podemos aceptar. 


SEÑORA DALMÁS.- Quisiera hacer una aclaración. 


En mi opinión -no sé si el resto de los integrantes de la Comisión la comparte- la exposición de 
motivos del proyecto de ley es enviada por el Poder Ejecutivo. Evidentemente serán tomadas en cuenta las 
expresiones aquí vertidas en cuanto al informe que esta Comisión dé al Plenario, pero no podemos variar 
el contenido del Mensaje, que fundamentaría lo que el Poder Ejecutivo nos envía. Reitero que las 
aclaraciones correspondientes las podemos hacer en el informe al Plenario. 


SEÑORA VARELA.- Eso está clarísimo, pero no queremos que ningún duende se olvide. Parece que 
estamos repitiendo lo mismo, pero nos preocupa que ello no esté; para nosotros es fundamental. Tenemos 
claro que ustedes no fueron quienes redactaron el Mensaje del Poder Ejecutivo, sin embargo estamos 
apelando al Parlamento para que aquí no se ponga eso, es decir, que quede claro que nosotros no 
tenemos nada que ver, porque es una situación de exclusión querida, ya sea por infinitas razones. 


Recién la doctora Oiz se refería a las mayorías y me pregunto qué mayorías, señores 
parlamentarios; ¿de presentes? ¿De integrantes? No se dice; es un pequeño detalle. Cuando piden una 
unanimidad, ¿a qué se refieren? ¿Unanimidad de presentes? ¿De integrantes? El proyecto no lo dice. 


Me preocupa que nos pongamos a hablar de los detalles del proyecto, porque no estamos acá 
planteando que con detalles se arregla el tema; acá hay un problema global. Nosotros no estamos de 
acuerdo con la filosofía ni con el contenido del proyecto. Por supuesto, contestamos lo que ustedes nos 
preguntan, pero que, por favor, quede claro que hubo un Mensaje del Poder Ejecutivo anterior que fue 
retirado y que estaba mucho más cercano a la justicia que este. Digo esto desde nuestra opinión, 
equivocada o no. Hemos intentado por todos los medios hacer conocer nuestra posición y compartirla y, 
como decía Ariel Ferrari, estamos dispuestos a trabajar lo que sea necesario; siempre estuvimos 
dispuestos. 


SEÑOR VAILLANT.- Simplemente quiero señalar que nosotros recibimos, en un primer momento, un 
proyecto del Poder Ejecutivo con el que ustedes dicen coincidir en líneas generales. Cabe aclarar que 
hicimos muy pocas modificaciones a ese proyecto de ley del Poder Ejecutivo; en términos importantes, 


prácticamente sólo se le agregó el Capítulo V, artículo 11, que refiere a la pensión especial reparatoria. Con 
esas modificaciones fue devuelto al Poder Ejecutivo, porque el Parlamento necesita una nueva iniciativa y 
entonces se nos envió este proyecto de ley que ahora está a estudio. En términos generales, la mayoría de 
su articulado recoge lo que el Poder Ejecutivo había mandado en el primer proyecto; o sea, hay párrafos y 
Capítulos enteros que están textuales si comparamos el texto que nos ha enviado ahora con el original. Los 
cambios que se le han hecho afectan, fundamentalmente, con cambios cualitativos importantes, lo que 
tiene que ver particularmente con la creación de la pensión especial reparatoria, que fue un agregado que 
se hizo luego de escuchar y entender algunos planteos realizados por otras organizaciones que también 
expusieron sus inquietudes sobre este tema. 


Me parecía importante señalarlo porque, de lo contrario, se puede interpretar que el articulado 
que nos ha enviado el Poder Ejecutivo es absolutamente distinto al primero que había remitido cuando, en 
realidad, un noventa por ciento de su contenido es exactamente ¡igual al original. 


SEÑOR FERRARI.- Como ya se ha señalado, nosotros tampoco queremos polemizar, pero debemos 
aclarar que hay un cambio de filosofía en el contenido del proyecto de ley. Más allá de que haya una 
cantidad de párrafos y Capítulos iguales, hay aspectos vinculados con la sustancia del proyecto que 
introducen dichos cambios sustanciales, como, por ejemplo, la forma en que se prueba la clandestinidad y 
haber barrido un artículo que mucho tiene que ver con la protección social para los que padecen 
discapacidad. No sólo se trata de la letra que está, sino también de lo que no figura. En el proyecto de ley 
anterior, la persona que, como producto de la prisión, tenía problemas psíquicos o físicos, podía acceder a 
una jubilación, pero eso no está contemplado en este texto que ahora está a estudio. 


Insisto en que no se trata sólo de lo que está -que, reitero, puede ser una cantidad de letras 
iguales- sino también de lo que no está. Lamentablemente no lo tengo en mi poder en este momento como 
para poder compararlo. 


SEÑOR VAILLANT.- No quiero ingresar en un debate, pero voy a hablar con franqueza. 


Ese artículo fue cuestionado duramente por las organizaciones que representan a las personas 
que estuvieron presas, a quienes pretendía amparar, naturalmente. La inclusión del Capítulo V trata de 
resolver la situación de aquella persona que, por el simple hecho de haber estado presa, tenga derecho a 
una pensión especial reparatoria, que incluye a todos los que tienen ese tipo de secuelas físicas. Ese fue el 
razonamiento que se manejó en aquel momento en la Comisión; como ustedes se imaginarán, no sólo 
valora mucho la opinión que nos trasmiten las diferentes organizaciones vinculadas al tema, sino también 
las que otras nos han expresado con respecto al mismo. 


SEÑOR FERRARI.- Aclaro que no coaccionamos a nadie, pero lo central es que se sustituye un tema de la 
seguridad social por uno reparatorio. Ustedes tomaron la iniciativa de quitar un derecho humano, de tener 
protección de la seguridad social y dar plata a la persona. La seguridad social es mucho más que eso y 
reitero que eso es lo que cuestionamos. Ustedes nos dicen ahora que tomaron esa iniciativa, es decir, 
quitar la protección de la seguridad social y dar la compensación en dinero. 


SEÑOR GIANOTTI.- Pertenezco al Servicio Ecuménico para la Dignidad Humana. 


Realmente es una oportunidad constructiva poder dialogar con los integrantes de la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado y hacer algunos señalamientos respecto a algunas 
apreciaciones que se han vertido. 


Nosotros creemos -y lo decimos con conocimiento- que no hubo de parte de quienes elaboraron 
el proyecto de ley o modificaron este Mensaje del Poder Ejecutivo del 29 de noviembre para transformarlo 
en este que se presentó ahora, el 19 de julio, por lo menos, una consulta a esta Coordinadora. La misma 
está formada y trabaja desde hace muchísimos años, integrando -por suerte- con mucha responsabilidad y 
profesionalidad, visiones de lo que es el equipo de representación de los trabajadores en lo que tiene que 
ver con la temática de la seguridad social. Además, integra una organización que representa intereses 
sociales muy importantes, como es el PIT-CNT -en su Comisión de Derechos Humanos- y, asimismo, otra 
organización que prácticamente desde la salida de la dictadura ha trabajado con toda la población afectada 
por ella, como es la Comisión del Reencuentro de los Uruguayos. Nuestra Coordinadora tiene el manejo y 
el conocimiento en todo lo que tiene que ver con el exilio, es decir que en ese sentido tenemos elementos 


suficientemente probados en términos de trayectoria y de responsabilidad. Sin embargo -y esto nosotros lo 
dijimos la vez pasada- esta Coordinadora no fue integrada en ningún ámbito en donde se hubiera 
generado o desarrollado la discusión para elaborar el proyecto. 


Entonces, queremos dejar esto en claro, más allá de que haya habido contactos individuales con 
parte de la población beneficiaria. Nosotros creemos que cuando hablamos, en forma orgánica, de una 
coordinación de organizaciones sociales, estamos entendiendo que hay un peso, desde el punto de vista 
institucional, muy fuerte y muy importante, que todos deberíamos tener en cuenta. En este sentido, 
entendemos que en ningún momento fuimos consultados como Coordinadora. Esta es una primera 
cuestión. 


Por otra parte, nuestra posición con respecto a las modificaciones ya la planteó el señor Ferrari y 
no voy a reiterarla pero, evidentemente, hay cambios sustanciales entre el Mensaje del 29 de noviembre y 
el del 19 de julio. 


SEÑOR VAILLANT.- Simplemente quiero aclarar que no tengo dudas de que corresponde que sean 
convocados y que esta es la primera instancia que estamos teniendo porque, tal vez, se puedan confundir 
con las instancias anteriores. Como dije, esta es la primera instancia de funcionamiento orgánico del 
Parlamento con respecto a este tema, esto es, la primera reunión de la Comisión para tratar el proyecto. 
Por lo tanto, es la primera oportunidad que tenemos para convocar formalmente a todas las organizaciones 
que tienen que ver con esto. Las anteriores no fueron instancias del Parlamento, sino partidarias, de un 
sector político que integro y que viene discutiendo este tema. 


En consecuencia, el momento a partir del cual corresponde que se incorpore a las 
organizaciones para conversar, desde el punto de vista formal, en el Parlamento, es este; no hubo, por lo 
tanto, por parte del Parlamento ni de la Comisión, un funcionamiento incorrecto, sino que se comienza 
ahora a trabajar. Me parece importante aclarar esto, porque las instancias son distintas; las anteriores 
fueron exclusivamente de un sector político, que no involucraron a los de la oposición. Era nuestra propia 
fuerza política que estaba en el debate de elaboración de este proyecto de ley. 


SEÑOR VELÁZQUEZ.- Quiero decir que integro la Comisión del Reencuentro de los Uruguayos y que 
hace 21 años venimos buscando la solución a todos los perjudicados por la dictadura militar. Hemos 
escuchado muchas voces que se han sumado diciendo también que hay que buscar una solución y una 
salida a todo el tema, pero hasta el momento esto ha quedado un poco en el “debe”. 


A veces leemos lo relativo a los derechos humanos de la ONU, donde se dice que hay que 
reparar absolutamente a todos; también está el Pacto de San José de Costa Rica, en el que se establece lo 
mismo en el sentido de buscar la solución. Si en el Poder Legislativo no hubiera soluciones habría que 
buscarlas; entendemos que en la democracia tiene que buscarse esa solución. 


En definitiva, desde hace veintiún años venimos trabajando con los presos. Esta Comisión ha 
buscado formas de ayudar a los presos y hoy podemos decir que se soluciona una parte de nuestro 
reclamo, relativa a los presos, pero además están los exiliados, los proscritos y los destituidos, gente que 
queda al margen de esa situación. Nosotros planteamos que no se debe hacer discriminación, pero 
existen, por ejemplo, casos de jóvenes, de dieciocho años, que fueron presos y después no pudieron 
trabajar. Para ustedes no es ninguna novedad que hay gente que ha trabajado en negro y que, por lo tanto, 
hoy no llega a diez años de aportes jubilatorios, porque acá no hubo trabajo, sino desocupación. 


En realidad, estamos proponiendo buscar una solución, una salida, a esa situación bastante 
engorrosa -tal como plantearon nuestros compañeros Ferrari y Oiz- lo que estamos tratando de hacer 
desde hace mucho tiempo. Hemos conversado y hemos estado durante la elaboración de la Ley N* 17.449 
que, en definitiva, otorga esos años de trabajo incorporándolos a la historia laboral, porque si la persona no 
tiene diez años de trabajo, se embromó. Estamos planteando expresamente este caso que los compañeros 
ya han mencionado. 


Por lo tanto, pensamos que tiene que haber una discusión acerca de estos temas y estamos 
dispuestos a trabajar en ello; es más, si así lo disponen, personalmente me puedo quedar esta tarde a 
conversar con ustedes. Sabemos que el señor Senador Vaillant ha intentado buscar una solución; en el año 
1987 presentó un proyecto de ley y en aquel momento no tuvo la suerte de que fuera aprobado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de esta delegación y aclaramos que la Comisión queda 
a las órdenes. 


(Se retiran de Sala los representantes de la 
Comisión de Derechos Humanos del PIT-CNT, de la 
Comisión para el Reencuentro de los Uruguayos y del 


Servicio Ecuménico para la Dignidad Humana) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


